Radicación: 66001-22-04-000-2020-00005-00
Accionante: María Alejandra Martínez Gómez  
Accionado: Juzgado 2º Penal del Circuito de Pereira    
Decisión: Concede 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / REQUISITOS / RESPUESTA DE FONDO Y OPORTUNA / ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA / SE CONCEDE EL AMPARO.
El artículo 229 de la Constitución Política, establece el derecho que tienen todas las personas colombianas de acceder en condiciones de igualdad a la administración de justicia (órganos de investigación, jueces y tribunales), bien sea para reclamar la protección y restablecimiento de sus derechos o para buscar la integridad del orden jurídico nacional. (…)
“… b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición”. (…)
… a estas alturas han transcurrido más de ocho meses desde la solicitud elevada por la accionante, sin que se le haya brindado una solución efectiva, y si bien se han adelantado diligencias para la ubicación de la información, es evidente que a la señora María Alejandra no se le pueden trasladar las consecuencias de esa falta de información crucial en el expediente.  

En ese orden de ideas, y teniendo en cuenta que el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual se eleva dicha solicitud, y que ésta sea de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado, se infiere que en el presente asunto se está ante una vulneración al derecho fundamental de petición de la señora Martínez Gómez, así como el derecho al acceso a la administración de justicia…
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ASUNTO:

Procede la Sala a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela instaurada por la señora MARÍA ALEJANDRA MARTÍNEZ GÓMEZ en contra de la FISCALÍA 37 LOCAL DE PEREIRA.
ANTECEDENTES:
Narró la accionante que en el mes de diciembre del año 2006 fue capturada por cuenta de la Fiscalía 1º Especializada, cuyo titular era el Dr. Dídimo Ernesto Vargas Molina; que a los dos días firmó unos papeles en los que se le prohibía salir del país, cambiar de domicilio sin avisar y vender propiedades a su nombre, quedando en libertad. Que en el mes de junio o julio de 2007 la volvieron a capturar; que la Fiscalía 37 Local de Pereira, por medio de la Dra. María Soledad Guzmán, adelantó la investigación, mientras que el “Juzgado Segundo de Conocimiento” de Pereira asumió el conocimiento del asunto, sin embargo, en su expediente solo hay información de su privación de la libertad a partir del año 2007, de allí que le hayan surgido unas dudas: si los dos días en que estuvo privada de la libertad, con ocasión de la primera captura, se tienen o no en cuenta en su proceso, en qué clase de libertad salió en esa ocasión y si los 6 meses previos a la segunda captura cuentan.  
LO QUE SOLICITA:

Con base en lo anterior, la accionante pidió que se amparen sus derechos, y en consecuencia se ordene que “aparezca en todos mis documentos la fecha de mi primera captura…” “…y que me sean tenidos en cuenta ya sea los 2 días de detención, o si los 6 meses que fui a audiencias me cuentan, pues que también me sean tenidos en cuenta”, “…corregir mi primera fecha de captura, ya que aparece año 2007 y no la real que fue el año 2006” y además se le envíe copia de la sentencia condenatoria.  
TRÁMITE PROCESAL:
1. Admisión: 

El Despacho ponente admitió la acción mediante auto del 15 de enero hogaño, mediante el cual ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos al Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, la Fiscalía 33 Seccional de La Virginia y el INPEC de Pereira, acorde con la información inicial obrante en el escrito. 

Posteriormente fueron vinculados al asunto la Fiscalía 37 Local de Pereira, el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, así como el de Medellín y el Juzgado Segundo Penal Municipal con funciones de Conocimiento. 

2. Intervenciones: 

Dentro del término de traslado se recepcionaron las siguientes contestaciones: 

La titular del Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira informó que ese Despacho conoció de un proceso seguido en contra de la condenada bajo el radicado 660016000058200900003, por el delito de fuga de presos, por violar la medida de aseguramiento de detención preventiva que en su lugar de residencia le había sido impuesta dentro de otro proceso penal. De allí que concluya esa Togada que el amparo deprecado por la accionante no tenga nada que ver con las gestiones adelantadas por ese Juzgado, al haber hecho referencia a hechos que tuvieron ocurrencia en el año 2006. 

La Fiscal 10 Seccional de Pereira aclaró que la señora María Alejandra Martínez Gómez respondía anteriormente al nombre de Erika Alejandra Orozco Zapata, pero tramitó ante la Registraduría su cambio de nombre. Aclaró que la labor de esa Oficina estuvo relacionada con una investigación por incurrir en el delito de fuga de presos, mientras que la condena relacionada con el delito de extorsión dictada por el Juzgado Segundo Penal Municipal de Conocimiento de Pereira, fue conocida por otra Fiscalía.  
La Fiscalía 37 Local de Pereira explicó que ese Despacho conoció de la investigación seguida en contra de la accionante por el delito de extorsión agravada, asunto en el que se profirió sentencia de primera instancia el 6 de enero de 2009, por parte del Juzgado Segundo Penal Municipal con funciones de Conocimiento, y confirmada por la Sala Penal del Tribunal Superior de Pereira el 1º de septiembre de 2016. 
Argumentó que la accionante fue capturada el 4 de diciembre de 2006, y se dejó en libertad al día siguiente por disposición del Juzgado Quinto Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías de Pereira. 
Allegó en calidad de préstamo la carpeta donde constan las actuaciones adelantadas en esa oportunidad, y demás relacionadas con el proceso. 

El INPEC también se pronunció indicando que el aplicativo SISIPEC WEB refleja que la accionante fue capturada el 24 de julio de 2007, y se le dio de baja por fuga de presos el 5 de diciembre de 2008. 

Posteriormente refirió que carece de legitimación por pasiva en este asunto. 

El Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Medellín: refirió que ese Despacho vigila la condena impuesta a la accionante el 06 de enero de 2009, por el Juzgado Segundo Penal Municipal con Funciones de Conocimiento de Pereira por el delito de extorsión agravada. 

Mencionó que según consta en el cartulario, la señora Erika Alejandra o María Alejandra ha estado detenida entre el 23 de julio de 2007 al 26 de noviembre de 2008, siendo capturada nuevamente desde el 16 de enero de 2014.

Argumentó que en relación con la situación jurídica de la actora, y los tiempos de privación de la libertad por cuenta del proceso referido, la señora María Alejandra solicitó mediante escrito del 31 de mayo de 2019 que se le tengan en cuenta 6 meses de detención entre los meses de diciembre de 2006 y junio de 2007, así como y las detenciones en su domicilio. Sin embargo, aunque en el expediente obra copia de acta de audiencia preliminar, celebrada el 05 de diciembre de 2006 por el Juzgado Quinto Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías de Pereira, a través de la cual se adelantó las diligencias de legalización de captura, formulación de imputación y medida de aseguramiento, aquella no ofrece certeza sobre la fecha de la captura de la procesada, ni tampoco que se le haya impuesto medida de aseguramiento, o por el contrario, se haya ordenado su libertad, dado que esa pieza procesal fue incorporada al expediente de manera incompleta.

Adujo que para poder resolver la solicitud aludida, se dispuso mediante auto del 5 de junio de 2019, reiterado el 1º de agosto de 2019, oficiar al Juzgado Segundo Penal Municipal con Funciones de Conocimiento de Pereira para que informara si a la condenada le fue impuesta medida de aseguramiento preventiva en la Audiencia Preliminar celebrada por el Juzgado Quinto Penal Municipal en Función de Control de Garantías de Pereira el 5 de diciembre de 2006, igualmente, se le solicito remitir copia íntegra de esa actuación; así como certificar en que fechas específicamente Ella estuvo detenida, pero jamás se obtuvo respuesta, pese a que dicha información es necesaria para absolver los requerimientos de la accionante. 
Precisó que una vez esa Oficina obtenga la información requerida, procederá a reconocer el tiempo de cumplimiento de pena a que haya lugar.

Finalizó su escrito señalando que ese Despacho no ha vulnerado los derechos fundamentales reclamados.
El Juzgado Segundo Penal Municipal con Funciones de Conocimiento: mencionó que ese Despacho conoció del proceso seguido en contra de la accionante por el delito de extorsión con circunstancias de agravación; que el 5 de junio del año 2019 recibió oficio procedente del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Medellín, en el que se solicitaba informar si la sentenciada fue cobijada con medida de aseguramiento preventiva en la audiencia preliminar control de legalidad de captura, formulación de imputación y solicitud de medida de aseguramiento, además, certificar se la penada estuvo detenida dentro del proceso de la referencia y en que fechas.

Explicó que para atender ese pedimento se verificó el expediente, encontrando que allí no constaban las actas de audiencias preliminares en las que se pudo haber decidido acerca de las medidas privativas de la libertad que le fueron impuestas a la accionante, de allí, se libró oficio a la Juez Coordinadora del Centro de Servicios Judiciales para que aportara las actuaciones de los Jueces Penales Municipales Con Funciones De Control De Garantías dentro de la carpeta. Sin embargo, el 5 de julio de 2019, se recibió respuesta suscrita por el Coordinador del Centro de Servicios Judiciales, manifestando que no fue posible ubicar el registro de la información requerida.
Reconoció que incurrió en una mora para resolver la solicitud del Juzgado Ejecución de Penas, por lo que volvió a consultar con el Director del Centro de Servicios Judiciales, quien manifestó que no era posible ubicar la carpeta. De igual manera dijo que acudió al Despacho del Magistrado Jairo Ernesto Escobar Sanz, donde se contaba con copias de los registros de audio y video de las audiencias agotadas en el expediente, y que una vez revisados no se encontró registro de las audiencias surtidas que tuvieran que ver con la imposición de medida de aseguramiento a la accionante, pues solo existía copia de los registros de las audiencias celebradas ante el Juez de Conocimiento.
Ante la situación, con la información que fue registrada en el escrito de acusación y en una providencia que resolvió sobre la petición de nulidad y en el acta de audiencia de lectura de sentencia, se dio respuesta al Juzgado de Ejecución de Penas en los siguientes términos:

“No obstante, lo anterior, una vez verificado el expediente se pudo advertir que la señora Fiscal a folio 31 del escrito de acusación plasmó:

"El 5 de diciembre de 2006, en audiencias preliminares se imprimió legalización a esa captura. Se formuló imputación (...).

El Juzgado de Control de Garantías negó la solicitud de medida de aseguramiento de detención preventiva intramural solicitada por la Fiscalía y en su defecto ordenó la libertad inmediata de los imputados." 
Más adelante a folio 64 del expediente en la providencia emitida el día 18 de octubre del año 2007, por este despacho donde se resolvió una solicitud de nulidad, la titular de este despacho, para ese entonces, en la página 22 del interlocutorio3, en el literal d, esgrimió:

"Como los procesados no ostentaban medida de aseguramiento por el delito imputado, la fiscalía habiendo decidido acusar por el ilícito de extorsión agravada, decide a la vez solicitar ante juez de control de garantías, la orden de captura por este delito y con miras a imponer medida de aseguramiento, es así como en audiencia de fecha 19 de junio del año en curso se autoriza la captura, misma que se hace efectiva y se legaliza en audiencia de fecha del 24 de julio donde claramente la señora fiscal expone la conducta por la cual han sido capturados los procesados, es decir, les hace saber al igual que a sus defensores la variación que a la ilicitud se hizo por parte de la fiscalía y solicita y sustenta la medida de aseguramiento, (Negrilla y subrayas fuera de texto).

La decisión en comento su objeto de apelación y en el acta respectiva, se indicó que los procesados se encontraban detenidos.

Más adelante, luego de agotadas todas las etapas procesales, donde varias decisiones fueron objeto de recursos, el día 6 de enero del año 2009, cuando se llevó a cabo la audiencia de lectura de sentencia, en el acta de dicha diligencia, visible a folio 268, se indicó:

“(…).No comparecieron la representante del Ministerio Público, quien fie citada con oficio número 30.058, las víctimas citadas mediante oficio número 30.059, ni la acusada ERIKA ALEJANDRA OROZCO ZAPATA, quien ostentaba medida de aseguramiento de detención domiciliaria, pero de la carpeta de apoyo al sistema penal acusatorio penal, se puede colegir que aquella se evadió de la casa en la cual estaba residiendo, sin saberse hasta la fecha su paradero, motivo por el cual el 5 de diciembre de 2008, le fue revocada esa medida de aseguramiento y en su lugar se dispuso que cumpliera la medida intramural, para ello se libró respectiva orden de captura." (Negrilla y resaltado fuera de texto).

De lo anterior, se puede colegir que la señora ERIKA ALEJANDRA OROZCO ZAPATA o MARIA ALEJANDRA MARTÍNEZ GÓMEZ, fue capturada por orden judicial, la cual se hizo efectiva el día 24 de julio de 2007 y permaneció privada de su libertad hasta la audiencia de juicio oral en la que se dictó sentido del fallo, más concretamente, hasta el día 5 de diciembre del año 2008, dando así alcance lo peticionado en su oficio 2371 del pasado 5 de junio del año 2019.

Para sustentar lo anterior, me permito aportar copia del escrito de acusación, formulación de acusación, preparatoria del juicio oral, juicio oral y lectura de sentencia.”
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, modificado por el artículo 1º del Decreto 1983 de 2017.

2. Problema Jurídico: 

Le corresponde a esta Corporación establecer si por parte de alguno de los Despachos vinculados al presente asunto, se han vulnerado los derechos fundamentales de la señora María Alejandra Martínez Gómez.
3. Solución: 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

Como quiera que el problema jurídico del presente asunto, en últimas, se concentra en la falta de respuesta por parte del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, con respecto al reconocimiento de unos tiempos en que la accionante estuvo privada de la libertad, la Sala considera que dicho reproche está relacionado con los derechos de petición y acceso a la administración de justicia, los cuales se pasarán a estudiar: 
Sobre el derecho al acceso a la administración de justicia: 

El artículo 229 de la Constitución Política, establece el derecho que tienen todas las personas colombianas de acceder en condiciones de igualdad a la administración de justicia (órganos de investigación, jueces y tribunales), bien sea para reclamar la protección y restablecimiento de sus derechos o para buscar la integridad del orden jurídico nacional. 

Ahora bien, la activación de ese aparato judicial implica que los trámites y actuaciones se lleven con estricta sujeción a los procedimientos previamente establecidos y según las normas de derecho aplicables al caso en concreto, por ello, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, en sede de Tutela, ha dicho al respecto: 

“Administrar justicia es entonces, una actividad reglada y garantizadora que se desarrolla por etapas entrelazadas o unidas por un objetivo común, el de obtener la aplicación del derecho positivo a un caso concreto sometido a la actividad jurisdiccional del Estado.”
 

Por otra parte, la Máxima Guardiana Constitucional ha señalado:

“Ahora bien, conforme a la jurisprudencia de esta Corporación, el derecho a acceder a la justicia tiene una significación múltiple y compleja. De manera reiterada, ha sostenido esta Corte, que el derecho a acceder a la justicia es un pilar fundamental del Estado Social de Derecho y un derecho fundamental de aplicación inmediata, que forma parte del núcleo esencial del debido proceso.

 

En cuanto a lo primero, el derecho a acceder a la justicia contribuye de manera decidida a la realización material de los fines esenciales e inmediatos del Estado tales como los de garantizar un orden político, económico y social justo, promover la convivencia pacífica, velar por el respeto a la legalidad y a la dignidad humana y asegurar la protección de los asociados en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades públicas.

 

En cuanto a lo segundo, atendiendo a su importancia política, la jurisprudencia constitucional le ha reconocido al acceso a la administración de justicia el carácter de derecho fundamental de aplicación inmediata, integrándolo a su vez con el núcleo esencial del derecho al debido proceso, y relacionándolo con otros valores constitucionales como la dignidad, la igualdad y la libertad. Por virtud de tal vinculación, el acceso a la administración de justicia adquiere un amplio y complejo marco jurídico de aplicación que compromete los siguientes ámbitos:  (i) el derecho a que subsistan en el orden jurídico una gama amplia y suficiente de mecanismos judiciales -acciones y recursos- para la efectiva resolución de los conflictos; (ii) el derecho de acción o de promoción de la actividad jurisdiccional, el cual se concreta en la posibilidad que tiene todo sujeto de ser parte en un proceso y de utilizar los instrumentos que allí se proporcionan para plantear sus pretensiones al Estado, sea en defensa del orden jurídico o de sus intereses particulares; (iii) el derecho a que la promoción de la actividad jurisdiccional concluya con una decisión de fondo en torno a las pretensiones que han sido planteadas, y que ella se produzca dentro de un plazo razonable; (iv) el derecho a que existan procedimientos adecuados, idóneos y efectivos para la definición de las pretensiones y excepciones debatidas; (iv) el derecho a que los procesos se desarrollen en un término razonable, sin dilaciones injustificadas y con observancia de las garantías propias del debido proceso. (…)”

Sobre el derecho fundamental de petición:

El artículo 23 Superior establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución…”, pues su ejercicio es una manifestación de otros derechos, como la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  

De igual forma, la jurisprudencia constitucional ha desarrollado el alcance e importancia del derecho de petición, el cual radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que esta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante:

“… b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita. (…)”
.
Del caso concreto:

En el asunto puesto en conocimiento de esta instancia judicial, la señora María Alejandra Martínez Gómez pretende que le sean reconocidos en su fase de la ejecución de la pena unos tiempos en que estuvo privada de su libertad, específicamente el tiempo en que fue capturada por primera vez en el año 2006, sin que tenga claridad si fueron solo 2 días que estuvo detenida mientras le definían su situación jurídica, o 6 meses en los que estuvo en libertad antes de la segunda captura, dado que no se le impuso en la primera oportunidad medida de aseguramiento de detención preventiva.  
En el desarrollo de la actuación, la Sala pudo constatar que dicha petición se elevó ante el Juzgado que vigila la ejecución de su condena, esto es, el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Medellín, desde el 31 de mayo del año anterior, sin que hasta ahora se le haya dado una respuesta de fondo al respecto, dado que al parecer esa célula judicial no cuenta con toda la información necesaria para resolver dicho interrogante por no obrar dato en el expediente que dé claridad sobre ello. 

Para la Sala, es claro que el Juzgado de Ejecución de penas ofició al Juzgado Segundo Penal Municipal de Pereira, quien dictó la sentencia condenatoria, éste a su vez ofició al Centro de Servicios Judiciales del SPA de Pereira, sin que hubieran podido zanjar la controversia; ello permite explicar la tardanza en pronunciarse de fondo frente a lo pedido por la actora, sin embargo, no existe constancia alguna que permita esclarecer si dicha circunstancia se le explicó a la accionante. 
Lo cierto del caso es que a estas alturas han transcurrido más de ocho meses desde la solicitud elevada por la accionante, sin que se le haya brindado una solución efectiva, y si bien se han adelantado diligencias para la ubicación de la información, es evidente que a la señora María Alejandra no se le pueden trasladar las consecuencias de esa falta de información crucial en el expediente.  

En ese orden de ideas, y teniendo en cuenta que el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual se eleva dicha solicitud, y que ésta sea de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado, se infiere que en el presente asunto se está ante una vulneración al derecho fundamental de petición de la señora Martínez Gómez, así como el derecho al acceso a la administración de justicia, dado que en la ejecución de la pena es imprescindible que se tengan como descontados todos los días en que la persona hubiera estado privada de la libertad. 
Acorde con lo anterior, lo pertinente será conceder la solicitud de amparo invocada; de manera que se ordenará al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Medellín que en el improrrogable término de 48 horas, contadas a partir de la notificación de la presente decisión, realicen todas las acciones administrativas pertinentes y necesarias a efectos de ubicar la información faltante en el expediente de la señora María Alejandra Martínez Gómez, en relación con lo sucedido en el momento de la primera captura que se le hiciera en el año 2006, a fin de que efectivamente le expidan una certificación sobre la pena descontada hasta ahora.
Como anotación final, quiere la Sala mencionarle al Despacho de marras que la Fiscalía 37 Local de Pereira allegó a este Despacho en calidad de préstamo la carpeta relacionada con el proceso de la señora María Alejandra, en la que probablemente se encuentren las actuaciones llevadas en la etapa de investigación desde su génesis, a la cual le podría realizar una inspección judicial para verificar si con ello se pueden absolver las peticiones de la accionante. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,
RESUELVE:
PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamental de petición y acceso a la administración de justicia de la señora MARÍA ALEJANDRA MARTÍNEZ GÓMEZ, de acuerdo con las razones expuestas en la parte motiva de la presente decisión. 
SEGUNDO: ORDENAR al JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE MEDELLÍN que en el improrrogable término de 48 horas, contadas a partir de la notificación de la presente decisión, realicen todas las acciones administrativas pertinentes y necesarias a efectos de ubicar la información faltante en el expediente de la señora MARÍA ALEJANDRA MARTÍNEZ GÓMEZ, en relación con lo sucedido en el momento de la primera captura que se le hiciera en el año 2006, a fin de que efectivamente le expidan una certificación sobre la pena descontada hasta ahora.
TERCERO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 
CUARTO: En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Radicado 44768 del 20 de noviembre de 2009.


� Sentencia T-249 de 2001.
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